
Rancagua, trece de septiembre de dos mil diecis is.é

Vistos:

A  fs.  7  comparecen  Wara  Ortiz  Mella  y  Francisco  Javier  Arenas  

Hern ndezá ,  domiciliados  en  Bueras  N  141,  Rancagua,  deduciendo  recurso  de°  

protecci n en contra de  ó I.  Municipalidad  de  Santa  Cruz ,  representada por su 

alcalde Gustavo Williams Ar valo Cornejo, ambos con domicilio en Plaza de Armas Né ° 

242, Santa Cruz.

Fundan su acci n en que son due os de una pantalla led destinada a publicidad,ó ñ  

emplazada en la azotea de un edificio en Santa Cruz.

Dicen  que  realizaron  la  tramitaci n  formal  de  los  permisos  municipalesó  

pertinentes, y fueron autorizados a instalar la pantalla en el lugar se alado, contando conñ  

la venia del propietario del inmueble.

Se alan que, adem s, iniciaron los tr mites tendientes a obtener los permisos, queñ á á  

de acuerdo a la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en su art culo 118, deb aní í  

demorar 15 d as, los cuales fueron arbitrariamente pospuestos y dilatados durante uní  

periodo que excede los 150 d as,  por lo cual se  vieron obligados a recurrir  ante laí  

Secretaria  Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, para que en su calidad de 

ente regulador y fiscalizador en esta materia, revisara esta irregularidad e inexplicable 

situaci n e instruyera a la Municipalidad de Santa Cruz para que resolviera su solicitud,ó  

pidiendo se les otorgara el mencionado permiso. 

As  las cosas, la Secretar a Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de Oí í

Higgins, acogi  la solicitud, instruyendo a la Direcci n de Obras Municipales de Santa´ ó ó  

Cruz a trav s del Ord. N  1141 de 21 de junio de 2016 que deb a otorgarles el permisoé ° í  

dentro de un plazo de 10 d as.í

No obstante, el Alcalde, asesorado por su Director de Obras, no ha hecho sino 

posponer arbitrariamente la  ejecuci n de  lo ordenado,  negando injustificadamente eló  

referido  permiso,  desacatando  una  instrucci n  directa  de  la  entidad  facultada  paraó  

resolver la materia, incumpliendo as  la Ley General de Urbanismo y Construcciones.í

Adem s, el Alcalde, efectu  una citaci n a un Consejo Extraordinario Municipal,á ó ó  

en  el  cual,  con  el  af n  de  perjudicarlos,  modific  la  Ordenanza  Municipal  en  losá ó  

art culos relativos al pago de Permisos de Publicidad que est n establecidos en el Decretoí á  

Exento N  0288 de 13 de febrero de 2015, incrementando los montos a cancelar en lo°  

relativo a las pantallas led, haciendo inviable desarrollar esta actividad en Santa Cruz.

Luego,  la infundada dilaci n en la tramitaci n de los  permisos  y el  excesivo,ó ó  

exorbitante e inviable incremento del valor en un 250.000%, para hacer publicidad en 

pantallas led, impiden y coartan la libertad para ejercer actividades econ micas que laó  

Constituci n  les  otorga,  no  existiendo  por  parte  de  la  Municipalidad  ning nó ú  

pronunciamiento de car cter t cnico que permitiese, fundada y racionalmente, negarlesá é  

los permisos solicitados, vulnerando la garant a constitucional establecida en el art culoí í  

19 N  21, inciso primero de la Constituci n Pol tica, esto es, ° ó í “El derecho a desarrollar  
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cualquier actividad econ mica que no sea contraria a la moral, al orden p blico o a laó ú  

seguridad nacional, respetando las normas legales”. Por lo que solicitan se proceda 

conforme lo instruye la Secretar a  í Regional Ministerial  de Vivienda y Urbanismo de 

O Higgins, a trav s del Ord. N  1141 de 21 de junio de 2016, otorg nd’ é ° á oseles el permiso 

municipal pertinente para poner en funcionamiento la pantalla led, ubicada en la azotea 

de la edificaci n emplazada en la calle Plaza de Armas N  140 de Santa Cruz, y enó °  

segundo lugar, se deje sin efecto la arbitraria e ilegal modificaci n a la Ordenanza deó  

Cobro de Derechos Municipales.

Acompa a documentaci n que se agrega al expediente.ñ ó

A fs. 19, el recurrido evacu  el informe solicitado, y requiere el rechazo de laó  

acci n, en primer lugar, por ó falta de legitimaci n pasivaó , dado que el Alcalde no es 

el responsable de la actuaci n que se le imputa, sino el Director de Obras, quien si bienó  

depende del Alcalde, debe apegarse a la Ley General de Urbanismo y Construcciones. 

Sin  perjuicio  de  esto,  el  Director  de  Obras  inform  que  present  un  recurso  deó ó  

reconsideraci n  en  contra  de  la  resoluci n  del  Secretario  Regional  Ministerial  deó ó  

Vivienda y Urbanismo Regi n Libertador Bernardo O Higgins con fecha 14 de julio deó ´  

2016, donde solicita se reconsidere la medida, puesto que fueron los recurrentes quienes 

sin autorizaci n instalaron la pantalla, lo que a n no ha sido resuelto.ó ú

En segundo lugar, alega que los recurrentes pretenden desconocer un fallo de la 

Corte  Suprema.  Al  respecto  se ala  que  el  Director  de  Obras  les  informa  que  lañ  

resoluci n  de  la  Seremi,  es  incompatible  con  la  sentencia  de  27  de  julio  de  2016,ó  

emanada de la Excelent sima Corte Suprema en los autos Rol 21729-2016, que declarí ó 

conforme a derecho un decreto de demolici n dictado el 4 de marzo de 2016, de laó  

pantalla led instalada por los recurrentes en Plaza de Armas, Santa Cruz, por no contar 

con permiso Municipal, por lo que aprecian que los recurrentes est n instrumentalizandoá  

el recurso de protecci n para dejar sin efecto el mencionado fallo de la Corte Suprema,ó  

el que valida la actuaci n municipal. Adem s, la resoluci n del Seremi de Vivienda esó á ó  

incompatible con el fallo que autoriza demoler la pantalla.

Por lo expuesto, no se aprecia acto ilegal ni arbitrario, ni del Alcalde recurrido, 

como tampoco del Director de Obras, no existiendo vulneraci n al derecho a desarrollaró  

actividad econ mica, por lo que solicita rechazar el recurso, con costas.ó

Acompa a documentaci n que se agrega al expediente.ñ ó

A fojas 32, se orden  traer a la vista el expediente de protecci n Rol 399-2016.ó ó

En su oportunidad, se trajeron los autos en relaci n.ó

Con lo relacionado y considerando :

1  Que los actores refieren que la recurrida amaga y perturba gravemente la°  

garant a  constitucional  consagrada  en  el  art culo  19  N  21  inciso  primero  de  laí í °  

Constituci n Pol tica, al negarles arbitrariamente el permiso solicitado para instalar unaó í  

pantalla  led,  lo  que  es  contrario  a  la  legislaci n  y  a  la  resoluci n  de  la  Secretar aó ó í  

Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de O Higgins, que instruy  al Municipio’ ó  
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otorgarles  el  permiso  dentro  de  un  plazo  de  10  d as.  Y,  adem s,  al  aumentarí á  

desmesurada  e  injustificadamente  el  valor  mensual  a  cancelar  a  t tulo  de  derechosí  

municipales, por instalar una pantalla led. 

2  Que, a su vez, los recurridos alegaron, en primer lugar, la falta de legitimaci n° ó  

pasiva, dado que el Alcalde no es el responsable de la actuaci n que se imputa, sino eló  

Director de Obras, y en segundo lugar, que los recurrentes pretenden desconocer un 

fallo de la Corte Suprema, que declar  conforme a derecho un decreto de demolici nó ó  

dictado el 4 de marzo de 2016, de la pantalla led instalada por los recurrentes.

3  Que, en cuanto a la alegaci n de falta de legitimaci n pasiva, la misma ser° ó ó á 

rechazada desde que corresponde a la Municipalidad, seg n lo dispone el art culo 3 deú í  

la  Ley  Org nica  Constitucional  de  Municipalidades,  aplicar  las  disposiciones  sobreá  

construcci n y urbanizaci n, en la forma que determinen las leyes, sujet ndose a lasó ó á  

normas t cnicas de car cter general que dicte el ministerio respectivo, y a su turno, elé á  

art culo 2 se ala que las municipalidades est n constituidas por el alcalde, que ser  suí ñ á á  

m xima autoridad, y por el consejo, y el art culo 56 del mismo cuerpo legal, estableceá í  

que  el  alcalde  es  la  m xima  autoridad  de  la  municipalidad  y  en  tal  calidad  leá  

corresponde  su  direcci n  y  administraci n  superior  y  la  supervigilancia  de  suó ó  

funcionamiento. Por ende, y aun cuando la Ley General de Urbanismo y Construcci nó  

entrega al  director de obras la responsabilidad de velar  por el  cumplimiento de sus 

disposiciones,  la  Direcci n  de  Obras  sigue  siendo  una  unidad  de  la  municipalidad,ó  

destinada al cumplimiento de las funciones y atribuciones que se le asignan y en ese 

entendido, siempre ser  la municipalidad la que act a a trav s del funcionario se alado. á ú é ñ

4  Que,  en cuanto  al  fondo del  presente  recurso  de  protecci n,  pretende  la° ó  

recurrente, y solicita como medida para restablecer el imperio del derecho y asegurar la 

debida  protecci n  de  sus  derechos  constitucionales,  que  se  dejen  sin  efecto  lasó  

actuaciones  ilegalmente  ejecutadas  por  la  Municipalidad  de  Santa Cruz,  y  que  sé ta 

proceda  conforme  lo  instruye  la  Secretar a  Regional  Ministerial  de  Vivienda  yí  

Urbanismo de esta Regi n, otorg ndoles el permiso municipal pertinente para poner enó á  

funcionamiento su pantalla led. 

Sobre este particular debe asentarse, en primer t rmino, que el presente recursoé  

ha  perdido  oportunidad,  si  lo  que  se  pretende  es  un  pronunciamiento  sobre  la 

pertinencia  del  otorgamiento  del  permiso  municipal,  cuando  la  misma  recurrente, 

haciendo uso del reclamo administrativo que le concede el art culo 118 de la LUC,í  

recurri  ante la Seremi de Vivienda y obtuvo una resoluci n favorable, en los t rminosó ó é  

que la propia recurrente se ala en su recurso, por la cual se orden  al Director de Obrasñ ó  

de la municipalidad recurrida que otorgara el permiso municipal materia de estos autos; 

en  efecto,  si  ya existe  dicho pronunciamiento,  por  parte  de la  autoridad llamada a 

resolver sobre esta materia, es evidente que el recurso en esta parte ha perdido vigencia. 

Si bien, la recurrida ha hecho presente que el director de obras ha presentado un 

recurso de reposici n ante la Seremi se alada, este recurso no suspende el cumplimientoó ñ  
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del acto administrativo, seg n lo dispone el art culoú í   57 de la ley 19.880, y por ende, 

podr a instar por su cumplimiento, previo pago de los derechos correspondientes. í

5   Que, aun cuando no hubiese perdido oportunidad en esta parte el recurso,°  

como se se alara en el motivo anterior, esta Corte no podr a resolver la contienda que señ í  

le ha planteado en el marco del presente recurso, ya que del m rito de los antecedentesé  

y  en  especial  del  tenor  del   petitorio  del  recurso  de  autos,  resulta  evidente  que  la 

presente no es una materia que corresponda dilucidar por medio de la presente acci nó  

cautelar, ya que sta no constituye una instancia de declaraci n de derechos, sino que deé ó  

protecci n de aquellos que, siendo preexistentes e indubitados, se encuentren afectadosó  

por una acci n u omisi n ilegal o arbitraria ó ó y, por ende, en situaci n de ser amparados,ó  

presupuesto que en la especie no concurre. As , de los antecedentes aportados por lasí  

partes, aparece de manifiesto que se encuentra discutida la procedencia de otorgar el 

permiso que los recurrentes han solicitado a la municipalidad recurrida, discusi n queó  

todav a se mantiene pendiente en sede administrativa, y que no pueden pretender que seí  

resuelva a trav s de é esta acci n cautelar, que como se dijera tiene una finalidad distinta.ó

 6  Que, a mayor abundamiento,  cabe se alar que en fallo dictado en la causa de° ñ  

Protecci n Rol  399-2016, tra da a la vista,  la Excelent sima Corte Suprema resolvió í í ó 

rechazar  el  recurso que fuera deducido por los  mismos recurrentes  en contra de la 

resoluci n de la Municipalidadó ,  plasmada en el  Decreto Alcaldicio N  480 de 4 de°  

marzo de 2016, que dispuso la demolici n a la brevedad de la pantalla instalada en eló  

inmueble ubicado en Plaza de Armas N  140, considerando al respecto, que  ° la parte 

recurrida se  encuentra facultada tanto para fiscalizar  el  cumplimiento de las normas 

sobre  seguridad  y  conservaci n  de  las  edificaciones,  como tambi n  para  decretar  laó é  

demolici n  de  las  mismas  cuando hayan  sido  ejecutadas  en  disconformidad  con  lasó  

normas que regulan la materia, como ocurri  en la especie. Cualquier resoluci n dictadaó ó  

en contrario, significar a contradecir un fallo oponible a las partes de este proceso, puesí  

por  un  lado  se  estar a  ordenando  demoler  la  pantalla  en  cuesti n,  y  por  otro,í ó  

autorizando  su  instalaci n,  coexistiendo  en  ese  caso  dos  actos  administrativosó  

contradictorios que se anulan entre s . í

7  Que, luego, si lo que se persigue a trav s del presente recurso es s lo que esta° é ó  

Corte  ordene  a  la  municipalidad  recurrida  el  cumplimiento  de  lo  resuelto  por  la 

Secretar a Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de O Higgins, que instruy   aí ´ ó  

la Direcci n de Obras Municipales de Santa Cruz a trav s del Ord. N  1141 de 21 deó é °  

junio de 2016 otorgarles a los actores el permiso para la instalaci n de la pantalla ledó  

dentro de un plazo de 10 d as, y que fundamenta la presente acci n de protecci n, í ó ó sé te 

tambi n habr  de ser rechazado, por los mismos motivos que se han venido se alando y,é á ñ  

adem s, porque esta acci n constitucional no tiene por objeto cautelar el cumplimientoá ó  

de las instrucciones que la administraci n, a trav s de sus funcionarios, entregan a otrasó é  

entidades  administrativas,  en  el  marco  de  los  procedimientos,  reglados  o  no,  que 
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correspondan en cada caso, para lo cual habr  de recurrirse a los instrumentos de que laá  

propia administraci n dispone para el control de tales asuntos. ó

8  Que, finalmente, en cuanto al supuesto ° aumento desmesurado del valor mensual 

a cancelar a t tulo de derechos municipales, por instalar una pantalla led, tal alegaci ní ó  

ser  desestimada, al no haberse acompa ado por los actores, antecedente alguno queá ñ  

diera cuenta de tal circunstancia.

Por estas consideraciones, lo dispuesto en el art culo 20 de la Constituci n Pol ticaí ó í  

de la  Rep blica  y  en el  Auto Acordado de la  Excelent sima Corte  Suprema,  sobreú í  

Tramitaci n  del  Recurso  de  Protecci n  de  Garant as  Constitucionales,  ó ó í SE 

RECHAZA, el recurso de protecci n deducido a fojas 7 por do a Wara Ortiz Mella yó ñ  

por don Francisco Javier Arenas Hern ndezá .

Reg strese, comun quese y arch vese.í í í

Redacci n de la abogadó a integrante Sra. Latife.

Rol I. Corte 3370-2016-Protecci n. ó

 No  firma  la  Fiscal  Judicial  se ora  Marcela  de  Or e  R os,  no  obstante  haberñ ú í  
concurrido  a  la  vista  y  acuerdo,  por  encontrarse  haciendo  uso  de  permiso,  en 
conformidad a lo dispuesto en el art culo 347 del C digo Org nico de Tribunales.í ó á

01602914534421



Pronunciado por la Tercera Sala de la C.A. de Rancagua integrada por Ministro Michel Anthony Gonzalez C.

y Abogada Integrante Maria Latife A. Rancagua, trece de septiembre de dos mil dieciséis.

En Rancagua, a trece de septiembre de dos mil dieciséis, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la

resolución precedente.
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